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Pues bien. esto último es lo acontecido en el caso
que ahora nos ocupa, y ello porque según se desprende
de las actuaciones. no cabe ninguna duda de que. tal
y como pone de manifiesto el Ministerio Fiscal. la con­
ducta inicial de la solicitante de amparo fue la de no
consignar la cantidad objeto de la condena, pues según
refirió en sus escritos, consideraba que la readmisión
del trabajador en su puesto de trabajo suplía aquella
obligación. y que tal consignació(1. además. era de impo­
sible ejecución por no cuantificarse su importe en la
Sentencia. No fue hasta transcurrido más de un mes
-el 1 de diciembre de 1989- desde su anuncio del
recurso de suplicación cuando acreditó ante el Juzgado
que había pagado. el día anterior, los salarios de tra­
mitación y de un modo distinto al legalmente previsto.
es decir, mediante abono directo en una cuenta corriente
a nombe del trabajador.

La demandante no tenía por qué dudar de la exigencia
de tal requisito de consignación dentro de plazo, ya que
aunque el Juzgado de lo Social admitió, en un primer
momento. su anuncio del re'curso sin consignación coe­
tánea. aquella obligación se desprendía claramente de
la Sentencia, siendo de inexcusable cumplimiento para
ella puesto que al haber intervenido en las actuaciones
con la asistencia de Letrado. la diligencia procesal exi­
gible a éste le imponía el conocimiento .del exacto con­
tenido -formalidades de tiempo y foma- del precepto.
legal que regulaba la repetida consignación.

Su desconocimiento del quantum de la condena. por
último. tampoco es un argumento que pueda sostenerse.
y ello porque cuando abonó posteriormente al señor Cas­
tanedo los salarios de tramitación debidos. no tuvo nin­
guna dificultad en cuantificar el importe objeto de la
condena.

6. De cuanto antecede ha de concluirse que la deci­
sión del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria de
inadmitir el recurso de suplicación por no cumplir lo
prevenido en el art. 154 de la L.P.L. respecto de la con­
signación de los salarios de tramitación. no puede con­
siderarse, como pretende la demandante de amparo. pro­
ducto de un formalismo incompatible con el acceso a
la jurisdicción. Aquella decisión. por el contrario. es con­
forme con las exigencias derivadas del derecho de tutela
judicial efectiva del arto 24.1 C.E.. al no permitir dejar
al arbitrio y disponibilidad de la parte la ordenación tem­
poral a la que han de someterse los requisitos procesales
para la admisión de los recursos. cuyo control corres­
ponde a los Tribunales que han de conocer de los
mismos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el ampa"ro solicítado por la Entidad «Agru­
pación Minera, Sociedad Anónima».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de mayo de mil nove­
cientos noventa V tres.--Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
ión.-Firmados y rubricados.

15947 Sala Primera. Sentencia 174/1993. de 27 de
mayo. Recurso de amparo 1.897/1990. Con­
tra Autos dictados por el Juzgado de Instruc­
ción núm. 1 de Huesca. sobre autorización
de entrada en domicilio. y contra el de la
Audiencia Provincial de Huesca. que confirmó
en apelación los anteriores. Supuesta vulne­
ración de los derechos fundamentales garan­
tizados en los arts. 18.2 y 19 de la CE y
del arto 24 que garantiza la interdicción de
indefensión.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.897/90. interpuesto
por don Antonio Claver Lacasa. representado por el Pro­
curador don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pernía y asistido
por el Letrado don José Manuel Marraco Espinos, contra
los Autos de 16 de marzo y 9 de abril de 1990. dictados
por el Juzgado de In~trucción núm. 1 de Huesca. sobre
autorización de entrada en domicilio. y cortra el Auto
de 21 de junio de 1990 de la Audiencia Provincial de
Huesca. que confirmó en apelación los anteriores. Han
sido partes el Ministerio Fiscal y el Ayuntamiento de
Huesca, representado por el Procurador don José
Manuel de Dorremochea Aramburu. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pedro Cruz Villalón. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 19 de julio de 1990 y que tuvo entrada en el Registro
de este Tribunal el 21 de julio siguiente. el Procurador
de los Tribunales don Eduardo Muñoz-Cuéllar Pernía. en
nombre y representación de don Antonio Claver Lacasa.
interpone recurso de amparo contra los Autos de 16
de marzo y 9 de abril de 1990 del Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Huesca. sobre autorización para la entrada
en domicilio y contra el Auto de la Audiencia Provin­
cial de 21 de junio de 1990. que los conformó, por
presunta vulneración de los derechos garantizados en
el art. 24 C.E.

2. Los hechos que han dado origen al presente
recurso de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) El Ayuntamiento. con fecha 16 de marzo de
1990. solicitó la autorización judicial prevista en el arto
87.2 L.O.P.J. para la entrada de personal técnico y de
obras en el edificio propiedad del recurrente en amparo.
con el fin de realizar unas obras de rehabilitación en
el mismo.

b) El Juzgado de Instrucción numo 1 de Huesca con­
cedió la autorización solicitada. por Auto de 16 de marzo
de 1990.

c) El 23 de marzo de 1990. el hoy recurrente en
amparo recibió un escrito del Ayuntámiento de Huesca
por el que se le comunicaba que en breves fechas se
procedería a entrar en el edificio de su propiedad, para
realizar obras de rehabilitación. y que contaba para ello
con la autorización del Juzgado de Instrucción cuyo Auto
se acompañaba con la notificación del Ayuntamiento
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d) Contra el Auto del Juzgado de Instrucción de
Huesca que autorizaba la entrada en el edificio propiedad
del recurrente. éste interpuso recurso de reforma y con­
tra su desestimación -por Auto de 9 de abril de 1990­
recurrió en apelación. que fue igualmente desestimada
por la Audiencia Provincial en el Auto de 21 de junio
del mismo año.

3. El recurrente en amparo fundamenta su demanda
en la presunta vulneración de los derechos a obtener
tutela judicial efectiva sin indefensión y a un proceso
con todas las garantías. así como el derecho al Juez
ordinario predeterminado por la Ley. todos ellos con­
sagrados en el art. 24 C.E.

El Auto de 16 de marzo de 1990 y los sucesivos
que han confirmado su legalidad habrían vulnerado los
derechos de defensa y audiencia que asistían al recurren­
te. Las resoluciones judiciales mencionadas han sido dic­
tadas, no ya a través de un procedimiento sumarísimo
o urgente, sino con total ausencia de un mínimo pro­
cedimiento. La ausencia de intervención contradictoria
del recurrente se ha dado en las dos instancias judiciales.
ya que en el recurso de apelación, después del trámite
de instrucción, no se realizaron más actuaciones en la
Audiencia.

No puede admitirse, se argumenta en la demanda.
que se autorice la entrada en un inmueble sin oír al
interesado -en este caso el propietario- ni tan siquiera
notificarle la resolución autorizante, en menoscabo de
derechos constitucionales como el de propiedad, invio­
labilidad del domicilio y la intimidad.

La segunda queja del recurrente se refiere al derecho
al Juez ordinario predeterminado por la Ley, que con­
sidera vulnerado porque la atribución al Juez de Ins­
trucción de la competencia derivada del arto 87.2 L.O.P.J.
constituye una invasión del Juez penal en las compe­
tencias propias de la jurisdicción contencioso-adminis­
trativa. A ello se añade que una atribución de compe­
tencia jurisdiccional que no vaya acompañada del corres­
pondiente procedimiento que asegure la efectiva tutela
judicial no puede considerarse atribución de competen­
cia en garantía de un derecho (art. 117 C.E.).

Por todo ello solicita el amparo de este Tribunal para
que dicte Sentencia declarando la nulidad de los Autos
impugnados y declarando el derecho del recurrente a
un proceso con todas las garantías procesales que sea
previo a la concesión de la autorización para la entrada
del personal municipal en el edificio de su propiedad.

4. Por providencia de 7 de noviembre de 1990, la
Sección acuerda admitir a trámite la demanda de amparo
y requerir a la Audiencia Provincial de Huesca y al Juz­
gado de Instrucción núm. 1 de esta capital, para que
remitan, respectivamente. testimonio del recurso de ape­
lación 53/90 y de las diligencias indeterminadas 12/90;
interesándose al propio tiempo el emplazamiento de
cuantos han sido parte en el proceso judicial antece­
dente. excepto el recurrente en amparo, para que en
el plazo de diez días comparezcan en el presente proceso
constitucional.

5. Por providencia de 17 de diciembre de 1990,
la Sección acuerda: Tener por recibidas las actuaciones
remitidas por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Hues­
ca; tener por personado y parte. en nombre y repre­
sentación del señor Claver Lacasa. al Procurador don
José Granados Weil. en sustitución de su fallecido com­
pañero señor Muñoz-Cuéllar Pernía. y tener asimismo
por personado y parte, en nombre y representación del
Ayuntamiento de Huesca, al Procurador don José
Manuel de Dorremochea Aramburu. Asimismo acuerda,
a tenor de lo dispuesto en el arto 52 LOTC, dar vista

de todas las actuaciones. por un plazo común de veinte
días, al Ministerio Fiscal y a las partes para que dentro
de dicho término puedan presentar las alegaciones que
a su derecho convengan.

6. Por Auto de 14 de enero de 1991, la Sala acordó
denegar la petición de suspensión de la ejecución de
las resoluciones judiciales recurridas.

7. En su escrito de alegaciones, el Fiscal estima que
debe denegarse el amparo solicitado por el recurrente.

Argumenta el Fiscal que, con la autorización para
entrar en el edificio y realizar las obras de rehabilitación,
el Ayuntamiento tan sólo se propuso ejecutar el Acuerdo
de la Comisión Municipal permanente que. por decisión
del recurrente en amparo, fue sometido también al con­
trol de la jurisdicción contencioso-administrativa que
confirmó su legalidad. El Juez de Instrucción actuó den­
tro de las atribuciones que le confiere el arto 87.2 L.O.P.J.
al autorizar al Ayuntamiento. en resolución motivada,
la entrada en el edificio propiedad del actor, para realizar
las obras de rehabilitación no efectuadas por el pro­
pietario. .

Recuerda el Fiscal la doctrina sentada por este TrI­
bunal en su STC 144/1987 ante un caso semejante
al presente. ,

Respecto de la indefensión que el recurrente dice
haber sufrido por la falta de garantías procedimentales,
este Tribunal también ha resuelto la cuestión que plan­
tea. En efecto. en el Auto 129/1990, el Tribunal ha
declarado que no se trata de un proceso en el que la
Administración y el titular domiciliario contienden para
decantar a su favor la convicción y la resolución judicial,
sino que de lo único que se trata es de apoderar a la
Administración para realizar una determinada actuación.

Por lo que respecta al derecho al Juez predeterminado
por la Ley. el Fiscal empieza diciendo que. como este
Tribunal ha manifestado reiteradamente, la atribución
por el legislador a uno u otro orden jurisdiccional del
conocimiento de una materia en modo alguno puede
situarse en el concepto constitucional de Juez ordinario.
En cualquier caso, el Juez de Instrucción no revisa la
legalidad del acto administrativo, que corresponde a la
jurisdicción de esta orden, sino la necesidad de la eje­
cución forzosa de los actos administrativos, cuya lega­
lidad había sido declarada. en este caso. por la juris­
dicción contencioso-administrativa.

La denunciada vulneración del derecho a un proceso
con las garantías debidas y a un Juez ordinario prede­
terminado por la Leyes meramente retórica. Por un lado,
la autorización constituye un mero apoderamiento para
realizar determinada actuación que no entraña la aper­
tura de ningún proceso judicial. en el que los implicados
pueden hacer valer sus pretensiones y medios de defen­
sa. Por otro, el derecho al Juez predeterminado ·por la
Ley sólo exige (STC 55/1990) que el órgano judicial
haya sido creado por la norma legal. invistiéndole la juris­
dicción y competencia con anterioridad al hecho moti­
vador de la actuación o proceso judicial, y que su régimen
orgánica y procesal no permita calificarlo de órgano espe­
cial o excepcional.

8. En su escrito de alegaciones, la representación
del recurrente vuelve a insistir en el quebranto de las
garantías procesales en las dos instancias judiciales. Se
denuncia la falta de audiencia del actor, el conocimiento
indirecto que tuvo del Auto que autorizaba la entrada
en el edificio y la falta de acotamiento. por parte de
la resolución judicial, del alcance de dicha entrada.

Se dice también que el art. 87.2 L.O.P.J. es incons­
titucional, tanto para atribuir a los Juzgados de Instruc­
ción la competencia para otorgar las autorizaciones de
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entrada. como por no establecer un procedimiento para
el ejercicio de esta postestad jurisdiccional.

En otro orden de cosas. y aun siendo rechazable la
intervención del Juez Penal en la materia contencioso-ad­
ministrativa la garantía de los derechos del administrado
exige que él Juez autorizante efectúe un acotamiento
preciso de la intromisión que va a autorizar. En el pre­
sente caso no se hizo así, ya que el Auto de 10 de
marzo de i 990 no contiene la más mínima indicación
sobre las obras que se autorizan, su duración. personas
que pueden entrar en el edificio, partes del mismo a
la que se extiende la autorización. etcétera.

9. En su escrito de alegaciones, el representante
del Ayuntamiento de Huesca empieza flor completar el
relato fáctico de la Sentencia que califica de excesiva­
mente «simplista». El Ayuntamiento denegó en. su día
al recurrente su solicitud de declaración de rUina del
edificio de autos. ordenando la ejecución de determi­
nadas obras de conservación. Contra estos actos admi­
nistrativos el actor interpuso recurso contencioso-admi­
nistrativo que fue desestimado primero por la Audiencia
Territorial de Zaragoza y, después. por el Tribunal
Supremo.

El Ayuntamiento intentó repetidas veces llevar a cabo
lo dispuesto en aquellos actos, por lo demás declarados
legales en dos Sentencias firmes, sin conseguir del hoy
recurrente en amparo la ejecución de lo ordenado. Pre­
vios requerimientos. también reiterados, se solicitó del
recurrente la llave del edificio para ejecutar las órdenes
incumplidas. . .

Ante la reiterada obstrucción del actor al cumplimien­
to de lo ordenado (que incluso interpuso de nuevo recur­
so contencioso-administrativo contra una nueva dene­
gación de declaración de r~ina que ha sido ,desestimado),
el Ayuntamiento procedlo a la ejecuclon Subsidiaria
(art. 106 L.P.A.) de los actos en cuestión. acudiendo
al Juez de Instrucción para que. a la vista de los ante­
cedentes que se acompañaban con la solicitud, auto­
rizara la entrada en la finca propiedad del recurrente,
señor Claver Lacasa, que por lo demás no constituye
su domicilio.

Precisados, así, los hechos, el Ayuntamiento de Hues­
ca manifiesta que debe desestimarse el recurso de ampa­
ro en cuanto no ha habido lesión alguna de los derechos
fundamentales que el recurrente considera vulnerados.

Los actos administrativos que dieron origen a la eje­
cución forzosa habían sido declarados conformes a dere­
cho por dos Sentencia firmes. Tratándose, pues, de actos
revisados jurisdiccionalmente y firmes eran, 1J0r tanto,
ejecutivos sin necesidad de posteriores autOrizaCiones.
Ninguna garantía constitucional ha sido olvidada ni por
los Tribunales ni por el Ayuntamiento.

Todos los antecedentes necesarios para que el Juz­
gado pudiera formar juicio le fueron facilitados por el
Ayuntamiento. No se estaba tramitando un procedimien­
to judicial. sino simplemente se estaba. cumlJluT',entando
una formalidad que encomienda a la jUrlsd,cclon penal
la facultad de otorgar o negar permiso a la Adminis­
tración para entrar en un edificio (que además no es
domicilio del actor) para ejecutar una serie de actos admi­
nistrativos completamente ajustados a derecho.

10. Por providencia de 24 de mayo de 1993 se
señaló para votación y fallo de la presente Sentencia
el día 27 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Es objeto del presente recurso de amparo deter­
minar si el Auto de 16 de marzo de 1990 del Juzgado
de Instrucción núm. 1 de HuesG , qc:e autorizó al Ayun­
Wmlento de esta ciudad para ~.':,1tíór i3n el edificio pro-

piedad del actor, y los Autos de 9 de abril (del mismo
órgano judicial) y de 21 de JUniO (de la Audiencia Pro­
vincial) que lo confirmaron han. lesIOnado los derechos
del recurrente a un proceso con todas las garantías y
sin indefensión y al Juez ordinario predeterminado por
la Ley (art. 24 C.E). .

Las cuestiones que plantea el recurrente han Sido
resueltas por este Tribunal en diversas resoluciones
(SSTC 144/1987. 160/1991, 76/1992 y AATC
129/1990 y 85/1992), cuya doctrina ha de llevarnos
necesariamente a la desestimación del presente recurso
de amparo.

Las resoluciones impugnadas en este recurso de
amparo han sido dictadas con respecto absoluto a los
derechos del propietario del edificio, ya que en supuestos
como el presente lo que el Juez ha de constatar es que
la ejecución de un acto administrativo que prima fac/e
aparece dictado por autoridad competente en ejercIcIo
de sus facultades propias. requiere efectivamente la
entrada en dicho lugar (STC 144/1987). En el presente
caso, tal y como consta en la actuaciones. el Ayunta­
miento de Huesca solicitó la autorización del Juez de
Instrucción para entrar en el edificio propied,ad del
recurrente con el fin de proceder a la ejecuclon sub­
sidiaria de' las obras ordenada por la Corporación Muni­
cipal y no ejecutadas por el propietari.o, produciéndose
con ello el incumplimiento de lo dispuesto en las Sen­
tencias de la Audiencia Territorial de Zaragoza y del Tri­
bunal Supremo confirmatoria de la legalidad de los acuer­
dos municipales. Con su solicitud, el Ayuntamiento adjun­
taba la copia de la Sentencia de la AudienCia TerritOrial
de Zaragoza. de 17 de julio de 1987, quehabia des!ls­
timado el recurso contencioso-administrativo del senor
Claver Lacasa, contra los acuerdos municipales que
desestimaron su petición de declaración de rUina yorde­
naron a la propiedad que llevase a cabo las reparaCiones
precisas en el inmueble. A la vista de ello es Indudable,
pues. que el Juez de Instrucción contó con elementos
de juicio más que suficientes para autorizar la entrada
en el edificio propiedad del recurrente. . ..

Así pues, en el presente caso. la .entrada en el edifiCIO
propiedad del recurrente se prodUjO para eJe,cutar sub­
sidiariamente las obras que el propietario debla ejecutar
en cumplimiento de la resoluciones judiciales firmes que
declararon la conformidad a derecho de los acuerdos
municipales que las imponían. En consecuencia. y en
aplicación de la doctrina establecida en nuestra STC
160/1991, ni siquiera hubiera sido necesaria una segun­
da resolución judicial que autorizara la eJecución de esos
actos administrativos.

2. En cualquier caso. este Tribunal ha tenido ocasión
de pronunciarse sobre las cuestiones que plantea el
recurrente relativas a la audiencia del interesado en estos
supuestos y al Juez ordinario predeterminado por la Ley.

En los AATC 129/1990 y 85/1992. a propósito de
la audiencia del interesado en este tipo de actuaciones
judiciales, hemos declarado que el ejercicio de esta fun­
ción de control. preventivo y prima fac/E;. no reqUIere
que necesariamente y en todo caso el orQano JudiCial
se pronuncie después de conocer los motivos de opo­
sición del interesado. como SI se tratase de un proceso,
cuando lo cierto es que de lo único que se trata es
de apoderar a la Administración para realizar una deter­
minada actuación. En el presente caso, además, se da
la circunstancia de que el actor tuvo la oportunidad de
poner en conocimiento del Juez sus razones para opo­
nerse a la entrada en el edificio de su propiedad, a través
de los sucesivos recursos de reforma y apelación.

Finalmente, y por lo que se refiere al derecho .:JI Juez
ordinario predeterminado por la Ley, las alegaCiones del
recurrente d"ben ser igualmente rechazadas pues, romo
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hemos declarado, las cuestiones relativa a la atribución
de competencias entre órganos jurisdiccionales no afec­
tan al mencionado derecho (SSTC 59/1983 y 76/1992
Y ATC 1.112/1988), perteneciendo a la libre configu­
racion del legislador determinar a que órgano jurisdic­
cional corresponde pronunciarse sobre las peticiones de
entrada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Antonio Claver
Lacasa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de mayo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Mi~uel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcla-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmados y rubricados.

15948 Sala Primera. Sentencia 175/1993, de 27 de
mayo. Recurso de amparo 2.266/1990. Con­
tra Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, declarando no haber lugar al recur­
so de casación contra la dictada por la Audien­
cia Provincial de Alicante, que condena a los
recurrentes como autores de un delito de
robo. Vulneración del derecho a la presunción
de inocencia: inactividad probatoria.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.266/90, interpuesto
por don David Luque Padilla, don Miguel Nieto Luque,
don Pedro José Pastor Riquelme y don Agustín Aparicio
Pérez, representados por la Procuradora de los Tribu­
nales doña Pilar Marta Bermejillo de Hevia, y asistidos
por el Letrado don Javier Marcos Macía, contra la Sen­
tencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 19
de junio de 1990, que declara no haber lugar al recurso
de casación contra la dictada por la Sala Segunda de
la Audiencia Provincial de Alicante, de 18 de abril de
1987, que condena a los recurrentes en amparo como
autores de un delito de robo. Han comparecido los
recurrentes y el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Carlos de la Vega Benayas, quien expre­
sa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. El 27 de septiembre de 1990 tuvo entrada en
el registro de este Tribunal un escrito de doña Pi'ar Marta

Bermejillo de Hevia, Procuradora de los Tribunales, que
en nombre y representación de don David Luque Padilla,
don Miguel Nieto Luque. don Pedro José Pastor Riquelme
y don Agustín Aparicio Pérez, interpone recurso de ampa­
ro contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo. de 19 de junio de 1990, que declara no haber
lugar al recurso de casación contra la dictada por la
Sala Segunda de la Audiencia Provincial de Alicante,
de 18 de abril de 1987, que condena a los recurrentes
en amparo como autores de un delito de robo.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Con fecha 18 de abril de 1987, la Sección Segun­
da de la Audiencia Provincial de Alicante dictó Sentencia
-en el sumario 24/84 del Juzgado de Instrucción núm,
5 de Alicante- por el que condenó a los hoy recurrentes
en amparo como autores de un delito de robo. El delito
de robo a que se refiere el fallo, detallado en el primer
resultando de la Sentencia, es el cometido el 22 de febre­
ro de 1983 en el domicilio de don Luis Sellés García,
sito en la partida de la Condomina, finca Alberique, de
Alicante.

b) Contra dicha Sentencia interpusieron los conde­
nados recurso de casación ante la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, alegando, entre otros motivos, la
infracción del derecho a la presunción de inocencia por
existir vacío probatorio en la causa (motivo primero) y
error en la apreciación de las pruebas evidenciado en
documentos que obran en autos y consistente en apre­
ciar el Tribunal «a qua» como pruebas las diligencias
pertenecientes a otro sumario seguido en distinto Juz­
gado con ocasión de hechos de gran similitud (motivo
segundo).

El Tribunal Supremo, por Sentencia de 19 de junio
de 1990, desestimó el recurso interpuesto. En el fun­
damento de Derecho segundo, la Sala rechaza la vio­
lación de la presunción de inocencia al «apreciar pruebas
suficientes de lo realizado por los cuatro procesados,
y de su autoría; y así tenemos: las declaraciones de David
Luque efectuadas ante la Policía y ante el Juzgado (folios
33 y 36 del sumario); las declaraciones ante las mismas
autoridades de Pedro José Pastor (folíos 33 y 37); las
declaraciones de Agustín Aparicio (folios 34 y 38); y
finalmente, el interrogatorio de todos ellos efectuado en
el acto del juicio oral. con plenas garantías contradic­
torias y en el que se pudieron contrastar tales pruebas».

3. La demanda considera que ha existido infracción
del derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE),
alegando que todos los folios señalados por el Tribunal
Supremo como pruebas a apreciar no pertenecen a la
causa enjuiciada, sino que son testimonios incorporados
de otra causa distinta del Juzgado de Instrucción núm. 1
de Alicante, por la que ya habían sido juzgados y con­
denados los procesados. Este error padecido por los
órganos judiciales se vio favorecido por el hecho de que
ambos sumarios se refieren a hechos muy similares, pues
ambos robos fueron en un chalet y sus autores acce­
dieron al mismo por una ventana, pero es indudable
que se trata de hechos redicalmente distintos acaecidos
en distinta fecha y lugar. Así, los hechos del sumario
del Juzgado núm. 5 -que motiva el presente recurso­
tuvieron lugar el 22 de febrero de 1983 en la Partida
LaCondomina, finca Alberique, de Alicante, y fueron
negados por los hoy recurrentes, mientras que el robo
del sumario del Juzgado núm. 1, reconocido por los
recurrentes, se cometió el 2 de marzo de 1983 en la
Zenia, en el término municipal de Campello (Alicante),
y fueron objeto de la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Alicante de 12 de 110v,;amhre de 1985, firme en cuan­
to no recurrida.


